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PRIMERO. - La parte actora PRINCIPADO DE ASTURIAS, dando cumplimiento a 
Acuerdo del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias adoptado en su reunión 
de 24 de mayo de 2019 interpuso en fecha 31 de mayo de 2019 recurso 
contencioso-administrativo contra la Orden TFP/405/2019, de 15 de marzo (BOE de 
8 de abril), por la que se aprueba el deslinde entre los términos municipales de 
Somiedo (Asturias) y Cabrillanes (León), dando lugar a la incoación  del recurso con 
número de autos 1389/2019. 
 
SEGUNDO. – La parte actora AYUNTAMIENTO DE SOMIEDO, interpuso en fecha 7 
de junio de 2019 recurso contencioso-administrativo contra la Orden TFP/405/2019, 
de 15 de marzo (BOE de 8 de abril), por la que se aprueba el deslinde entre los 
términos municipales de Somiedo (Asturias) y Cabrillanes (León), que dio lugar a la 
incoación ante la misma Sección Séptima del recurso con número de autos 
1389/2019. 
 
TERCERO. – Por auto de once de octubre de dos mil diecinueve se acordó acceder 
a la acumulación de ambos recursos a solicitud del Letrado del SERVICIO 
JURIDICO del PRINCIPADO DE ASTURIAS y una vez efectuada la acumulación, se 
dio traslado de modo simultaneo a ambos recurrentes para la formulación de 
demanda. 
 
CUARTO. – Por el PRINCIPADO DE ASTURIAS en fecha 1 de julio de 2020 se ha 
formalizado demanda interesando que se dictase en su día estimando íntegramente 
el presente recurso y: 1º) que se anule la Orden TFP/405/2019, de 15 de marzo 
(BOE de 8 de abril), por la que se aprueba el deslinde entre los términos municipales 
de Somiedo (Asturias) y Cabrillanes (León, publicada en el Boletín Oficial del Estado 
núm. 84, de 8 de abril de 2019, por ser contraria a Derecho.  2º) que declare que la 
línea límite entre los municipios de Somiedo (Asturias) y Cabrillanes (León), mojones 
1 a 4, es la que resulta del Acta de 27 de junio de 1882, como documento más 
antiguo firmado de conformidad entre las partes, fijándose la ubicación del “mojón de 
tres términos” en el sitio conocido como “Alto de Las Moruecas”, según resulta del 
Acta de deslinde de 12 de septiembre de 1932, trazándose la línea entre el “mojón 
de tres términos”, y el siguiente mojón (cuya ubicación en el sitio conocido como 
“Braña Vieja” resulta del Acta de 27 de junio de 1882) mediante una línea recta; con 
pronunciamiento sobre las costas procesales con arreglo al artículo 139.2 de la Ley 
Jurisdiccional. 
 
QUINTO. – Por el AYUNTAMIENTO DE SOMIEDO en fecha 2 de julio de 2020 se 
ha formalizado demanda interesando que se dictase en su día sentencia estimando 
íntegramente el presente por la que se  declare nula la Orden TFP/405/2019, de 15 
de marzo, por la que se aprueba el deslinde entre los términos municipales de 
Cabrillanes (León) y Somiedo (Asturias), y se declare que procede deslindar los 
términos municipales de Somiedo (Asturias) y Cabrillanes(León) entre los mojones 1 
a 4, de acuerdo con el acta de apeo de 12 de septiembre de 1932 para el mojón 1, y 
para los mojones 2, 3 y 4 conforme al acta de 27 de junio de 1882; o 
subsidiariamente que se mantenga en los mojones 1 a 4 el deslinde inmediatamente 
anterior, aprobado por ambos municipios el 29 de agosto de 1946. 
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SEXTO. – Emplazada la ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO, la JUNTA DE 
CASTILLA Y LEÓN y el AYUNTAMIENTO DE CABRILLANES para que contestaran 
la demanda, presentaron escrito, en el que solicitaron la desestimación del recurso, 
con imposición de costas a la parte recurrente. 
 
SÉPTIMO. –  Recibidos los autos a prueba con el resultado que consta en las 
actuaciones, y previo traslado para formulación de escrito de conclusiones, se hizo 
señalamiento para votación y fallo el día 3 de diciembre de 2024 en que tuvo lugar, 
si bien la complejidad del asunto y la tramitación ordinaria de la Sección han 
impedido que la sentencia se dicte en plazo. 
 
Ha sido Ponente el Ilmo. Sr. Magistrado D. JAVIER RODRIGUEZ MORAL. 
 
 

FUNDAMENTOS   DE   DERECHO 
 
 
PRIMERO. – ÁMBITO DE LA REVISIÓN JUDICIAL Y CUESTIÓN PLANTEADA. 
 
La cuestión que enfrenta a los Ayuntamientos de Cabrillanes y Somiedo, y por 
extensión a la Comunidad Autónoma de Castilla y León y al Principado de Asturias 
se resume, a grandes rasgos, en determinar si en la delimitación entre ambos 
términos municipales  debe seguirse o no la línea divisoria trazada en la Real Cédula 
Ejecutoria de 1788 (adviértase: en la medida en que respeta la fuerza de lo juzgado 
emanada de anteriores sentencia) que partiendo del denominado Alto del Collado 
Barroso o Peña Blanca, discurre por los accidentes naturales que en ella se 
describen. 
Para mejor comprender la disputa sobre lindes de términos municipales sobre la que 
versa el presente recurso, es necesario citar los antecedentes judiciales más 
inmediatos, al tratarse de una cuestión enjuiciada tanto por esta Sala como por el 
Tribunal Supremo. 
En el recurso 1093/2003 se impugnó la Orden APU/2928/2003, de 2 de octubre 
aprobando el expediente de deslinde entre los términos de Somiedo (Asturias) y 
Cabrillanes (León), en la medida en que declaró que la línea  entre  estos   
municipios ,entre los mojones 4 al 8, era la establecida en el acta de deslinde de 
1785, contenida en la Real Ejecutoria de 1788, mientras que el resto de dicha línea 
límite entre ambos municipios, entre los mojones 1 a 4, debía ser  la aprobada el 29 
de agosto de 1946; además de declarar que el casco urbano de la población de El 
Puerto, con la delimitación establecida en el Informe- Propuesta del Instituto 
Geográfico Nacional, de 24 de marzo de 2003, pertenecía íntegramente al municipio 
de Somiedo. 
Al  atenerse al acta de agosto de 1946, prevalecen en  esta Orden recurrida,  al 
menos en este punto concreto,   las tesis e intereses del Ayuntamiento de Somiedo y 
del Principado, al aceptar  que  denominado  mojón 1  fija el nexo entre tres términos 
municipales,  Cabrillanes, Villablino y Somiedo ,en el Alto de las Moruecas, en lugar 
de hacerlo  ---  tesis del Ayuntamiento de Cabrillanes y de la Junta de Castilla-León -
-- en el denominado Alto del Collado Barroso o Peña Blanca, punto situado en una 
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zona más septentrional desde el que se proyecta  la línea divisoria entre los dos 
Ayuntamientos litigantes más  hacía el norte, adentrándose  en dirección  a Asturias. 
Se advierte, al contrario, que la pretensión del Ayuntamiento de Somiedo y del 
Principado es situar la línea divisoria lo más al sur posible, profundizando el territorio 
del municipio asturiano en sentido meridional, lo que explica que el denominado 
tramo 1-4, a grandes rasgos, siga el curso de agua del arroyo de Forcos, más al sur 
que el denominado arroyo de Prefustes. 
En sentencia de catorce de septiembre de dos mil cinco ( ROJ: SAN  4379/2005), 
esta Sala estimó en parte el recurso contencioso administrativo interpuesto por la 
representación del Ayuntamiento de Cabrillanes, contra la Orden APU/2928/2003, de 
2 de octubre aprobando el expediente de deslinde entre los términos de Somiedo 
(Asturias) y Cabrillanes (León), que declaró conforme a derecho, excepto en el punto 
referido a los mojones 1 a 4 del deslinde, declarando su  anulación, desestimando al 
propio tiempo  el recurso contencioso administrativo interpuesto por la 
representación  del Ayuntamiento de Somiedo y del Principado de Asturias. 
La razón de decidir de la sentencia descansa en estos dos argumentos jurídicos : 1º 
es conforme a Derecho  que en la propuesta del Instituto Geográfico Nacional,  
Servicio de Deslindes y Grandes Escalas de 28 de noviembre de 2002, la línea límite 
se ajuste estrictamente a lo descrito en la Real Cédula Ejecutora de  1788 , por 
incorporar el deslinde con avenencia más antiguo del que se tiene noticia, por lo que 
de conformidad con lo establecido en la reiterada doctrina del Tribunal Supremo 
(debe prevalecer el deslinde más antiguo y en el que haya existido avenencia) habrá 
que estar a lo que en el mismo se determine 2º respecto al ámbito del deslinde, dado 
que según  la propia resolución impugnada, el expediente tramitado no afectaba a la 
totalidad de la línea de separación entre los municipios de Somiedo y Cabrillanes, 
sino tan sólo a la parte de ella comprendida entre los mojones 4 (Fuente del Obispo) 
y 8 (Alto del Rebezo), es decir, si los mojones 1 al 4 no eran objeto del expediente 
de deslinde, no procedía  pronunciamiento alguno  de la Administración al respecto, 
declarando que entre los mojones 1 a 4, es la línea límite aprobada el 29 de agosto 
de 1946. 
Firme definitivamente tras declarar el Tribunal Supremo no haber lugar al recurso de 
casación interpuesto contra la misma, en ejecución de sentencia, se dicta Orden 
APU/3594/2008, de 21 de octubre, por la que se aprueba el expediente de deslinde 
entre los términos municipales de Somiedo (Asturias) y Cabrillanes (León) y en 
consecuencia, el Ministerio de Administraciones Públicas, en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 104.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, dispuso: 1.º Declarar que la línea límite entre los 
términos municipales de Somiedo (Asturias) y Cabrillanes (León), entre los mojones 
4 al 8, es la establecida en el acta de deslinde de 1785, contenida en la Real 
Ejecutoria de 1788. 2.º El casco urbano de la población de El Puerto, con la 
delimitación establecida en el Informe-Propuesta del Instituto Geográfico Nacional, 
de 24 de marzo de 2003, pertenecerá íntegramente al municipio de Somiedo. 
La Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Sexta, del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid, dictó sentencia (núm. 1087/2012) en fecha 4 de diciembre de 
2012 estimando parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto por 
el Ayuntamiento de Cabrillanes, contra la Resolución, de fecha 10 de noviembre de 
2009, dictada por la Dirección General de Cooperación Local del Ministerio de 
Política Territorial, que había acordado archivar la solicitud de deslinde formulada 
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por esta entidad local, por  considerar que la línea límite entre ambos municipios, 
entre los mojones 1 a 4, debía ser  la aprobada en fecha 29 de agosto de 1946,  
anulándola  por disconforme  al ordenamiento, reconociendo el derecho de la 
Corporación recurrente a que la Dirección General de Cooperación Local tramitase  
y resolviese   el expediente de determinación de las lindes con el término municipal 
de Somiedo entre los mojones 1 al 4 teniendo en cuenta los documentos aportados 
en el mismo y entre ellos la Real Ejecutoria de 1785. 
Por el Ministerio de Política Territorial y Función Pública, examinado el expediente 
de deslinde entre los términos municipales de Somiedo (Asturias) y Cabrillanes 
(León), mojones 1 a 4, tramitado en ejecución de sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid (núm. 1087/2012) de 4 de diciembre, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 50.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 
del Régimen Local, y en el artículo 3.12 del Real Decreto 3426/2000, de 15 de 
diciembre, por el que se regula el procedimiento de deslinde de términos 
municipales pertenecientes a distintas Comunidades Autónomas, se dicta la  Orden 
ministerial TFP/405/2019, de 15 de marzo objeto del presente recurso que resuelve : 
Primero. Declarar que la línea límite entre los municipios de Somiedo (Asturias) y 
Cabrillanes (León) es la que se reconoce por el Instituto Geográfico Nacional en su 
informe de 8 de febrero de 2019. Segundo. Esta línea límite jurisdiccional que debe 
haber entre los términos municipales de Somiedo (Asturias) y Cabrillanes (León) en 
la zona litigiosa, se fundamenta en el apeo de 1785 reflejado en la Real Ejecutoria 
de 1788 y en la Orden APU/2928/2003 (y posterior APU/3594/2008) de conformidad 
con el dictamen n.º 838/2018, de 31 de octubre de 2018, del Consejo de Estado, 
incorporando relación de  las coordenadas en el sistema geodésico de referencia 
ETRS89, proyección UTM, huso 29, de las posiciones de los mojones según 
interpretación de la Real Ejecutoria de 1788 y, en su caso, de los puntos que definen 
la geometría de la línea entre ellos. 
Se aclara, a efectos informativos, que deben tenerse en cuenta las siguientes 
referencias:  Babia de Suso es la antigua denominación del Ayuntamiento de 
Cabrillanes, Laciana se refiere al término del municipio hoy conocido como Villablino. 
 
 
SEGUNDO. – HECHOS QUE LA SALA CONSIDERA PROBADOS. 
 
Son hechos que la Sala ha de entender probados: 
 
1º la existencia de Real Cédula Ejecutoria de 1788, depositada en el Archivo de la 
Real Chancilleria de Valladolid Se trata, como explicó la sentencia de la Audiencia 
Nacional, de un documento de carácter jurídico procesal en el que se contiene la 
ejecución de una Sentencia de un pleito entre el Concejo de Babia de y el de 
Laciana. 
 
2º en la ejecutoria, transcrita literalmente, se expone que “ Dice así: 
...... (...) Al nuestro Justicia Mayor y a los de nuestro Consexo, Presidente y Oidores 
de nuestra Audiencia, Alcaldes, Alguaciles de la nuestra Casa Corte y Chancillería, y 
a todos los Correxidores Asistente, Governadores y Alcaldes Mayores y Ordinarios y 
otros Jueces y Justicias de todas las ciudades, villas y lugares de estos nuestros 
reynos y señorios, así a los que ahora son como a los que fueren de aquí en 
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adelante y sus lugares tenientes en los otros oficios ante quienes esta nuestra real 
carta executoria o su traslado escrito en limpio sacado con autoridad de cualquiera 
de vos signado y firmado de un nuestro escribano fuere presentado o presentada y 
de lo en ella o en él contenido, pedido su execución y entero cumplimiento de 
justicia, salud y gracia, sabed que, en la nuestra Corte y Chancillería que reside en 
la ciudad de Valladolid y ante el nuestro Presidente y Oidores de ella, pleito pasó y 
se trató entre ...... , vecino el lugar de Piedrafita, concexo de Babia de Suso, y 
procurador síndico general de él y ...... , su procurador, de la una parte; los diputados 
y presidentes síndicos generales que componen el conzexo de Laciana y ...... , su 
procurador, ...... , nuestro fiscal en lo civil de la referida nuestra Corte y Chancillería, 
de la otra, sobre nulidad o validazión del apeo executado por el Juez de Babia de 
Suso de varios términos que dividen la jurisdicción de dicho conzejo de Babia y lugar 
de Piedrafita, con el de Laciana y Villaseca y otras cosas en dicho pleito contenidas, 
a el qual dio motivo el apeo que ba menzionado executado en virtud de lo mandado 
por nuestro Presidente y Oidores en la nuestra Real Provisión librada al Procurador 
General del Conzejo de Babia, en cuatro de julio de mil setezientos ochenta y cinco, 
con las correspondientes zitaciones, y su contenido es el siguiente: En la misma 
ocasión, dia y hora de las cinco de la tarde poco más o menos, pasó su merced 
junto con los diputados del lugar de Piedrafita y ...... y ...... , nombrados del Real 
ofizio, asistidos de mi escribano y otras varias personas y testigos que se 
expresarán, a reconocer y lebantar las arcas y moxones entre las dos jurisdicciones 
y dando principio con vista de los apeos y amoxonamientos antiguos e bien 
instruidos de ellos, así los diputados del lugar de Piedrafita como los de oficio, 
conforme unos y otros, en el sitido titulado de entre los Bruscos..." 
Más adelante figura lo siguiente: 
"En el sitio del Varroso, moxón divisorio entre los lugares de Meroi, La Vega del 
conzejo de Babia de Suso y del de Somiedo con los vezinos del Puerto, en los 
mismos trece de septiembre y año mencionado, presentes en dicho sitio el señor 
juez y los diputados de la Vega y Meroy arriba dichos y del lugar del Puerto, ...... , 
diputado nombrado por su conzejo y vezinos, con Justo y ...... , de la propia vezindad 
del Puerto, y juntos con las antedichas dixeron que dicho moxón le reconocían por 
divisorio de las tres mencionadas jurisdicciones de Babia, Laciana y Asturias y que 
desde él cortaba la raya y división de la linde de Babia y Asturias, por el corriente del 
agua avaxo desde el denominado moxón que baja por entre el Puerto de la Artillosa 
y Prefustes hasta juntarse con el otro arroyo que baxa de la Vega de Urdiales, 
siguiendo después arriba hasta que face frente su corriente al medio de la Peña que 
se halla por la parte del poniente contraria a la raya de Asturias y enzima de la 
maxada del Revozo y a lo más alto de dicha peña llamado el alto de los Muyones y 
Jues de Naya, dixeron ser allí el moxón que divide la jurisdicción del Puerto del 
conzejo de Sumiedo, cuyo deslinde dixeron los diputados ser y que según corren las 
aguas de los arroyos zitados contra la parte de Babia, todo es de su jurisdicción y 
por el contrario para la de Asturias propia del puerto de Sumiedo y su conzejo y 
mediante la conformidad que tienen suplican a su Merced apruebe dicho 
reconocimiento y demarcazión y por su Merced visto dixo lo aprobaba y aprobó, y 
que para su mayor validación interponía la autoridad judizial y real decreto cuanto 
puede y en derecho haya lugar y lo firmó junto con el diputado que dijo saber, siendo 
testigos, ...... , vezino del lugar de Torre, ...... , del de Piedrafita, y ...... , y ...... , del 
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Valle de Axo, conzejo de Sumiedo, y en fe de todo yo el escribano lo firmé, ...... , ...... 
. Testigos, ...... , ...... , ...... . Ante mi, ...... .". 
 
3º en el acta del apeo de 1785 que toma en consideración la ejecutoria no figura la 
firma del vecino y diputado del Consejo de Somiedo Bentura Feito. 
 
4 º es cierta la existencia a tal fecha de entidades jurídico-administrativas propias e 
independientes, en concreto el Coto de Gua y Caunedo y el Coto de Santibañez. 
 
5º durante el siglo XIX y hasta la mitad de siglo XX continuaron las disputas 
territoriales entre Cabrillanes y Somiedo, cuyo contenido y alcance se recoge con 
mayor o menor exactitud y detalle en los sucesivos dictámenes del Consejo de 
Estado emitidos en expedientes de determinación de términos municipales y en las 
sentencias citadas. 
 
6º se dicta por el Ministerio de Gobernación Real Orden comunicada el 23 de 
diciembre de 188 (Gaceta de Madrid, 9 de enero de 1882) previo dictamen del 
Consejo de Estado de 22 de noviembre de 1881, relativa al expediente de 
competencia entre los Gobernadores Civiles de Oviedo y León por causa de la 
división territorial de los concejos limítrofes de Somiedo y Cabrillanes y del término 
municipal a que corresponden ciertos terrenos que se disputan tales pueblos 
limítrofes.  
Se afirma en esta Orden que los terrenos en cuestión, hasta la fuente del Obispo y 
rio del Forco figuran desde tiempo inmemorial en el término del Ayuntamiento de 
Somiedo, siendo inútil discutir si la línea divisoria general entre las provincias de 
Oviedo y León es, como pretende esta última, la señalada en el deslinde de 1838, 
pues, aun suponiendo que así fuese, ante el hecho comprobado de estar hoy 
perteneciendo los terrenos al término de Somiedo han de corresponder también a la 
provincia de Oviedo conforme al artículo 3º del Real Decreto de 30 de noviembre de 
1833. La contienda se resuelve en favor de la provincia de Oviedo.  
Se expone igualmente  en la Orden comunicada que el deslinde practicado en 1838 
por el Juez de primera instancia de Murías de Paredes, --- citado en el hecho 
segundo de la contestación a la demanda formulada por el Ayuntamiento de 
Cabrillanes --- comisionado para el reconocimiento y deslinde de los términos 
jurisdiccionales de las Audiencias de Valladolid y Oviedo, es y no puede ser ni 
significar otra cosa que lo que el mismo dice; habiéndose llevado a cabo para 
proveer en un interdicto de recobrar propuesto por los vecinas de Vega de los Viejos 
contra los del Puerto de Somiedo y ni se refiere a jurisdicción administrativa, ni cita 
para nada las provincias de Oviedo y León.  
Se cita, asimismo, el decreto de 30 de Noviembre de 1870, por el que se mandó a 
todos los Ayuntamientos que procediesen al señalamiento de sus respectivos 
términos municipales, mandato que la Orden entiende incumplido por los 
Ayuntamientos de Cabrillanes y Somiedo; por lo que, hasta tanto que se cumpla así 
lo mandado y se resuelvan en definitiva las cuestiones que puedan surgir, dispone 
estar para la resolución de expediente actual a los datos que el mismo arroje. 
 
7º se extiende acta de deslinde de fecha 27 de junio de 1882. Yerra la sentencia de 
la Audiencia Nacional al considerar probado que “Para dar cumplimiento a la Real 
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Orden de 23 de diciembre de 1881 en la que se establece la competencia de la 
Provincia de Asturias para realizar las operaciones de deslinde, el 27 de junio de 
1882 se procedió a fijar la línea límite entre ambos términos municipales por parte de 
los representantes del Ayuntamiento de Somiedo, ante la incomparecencia de los 
representantes del Ayuntamiento de Cabrillanes.“, error que atañe a este último 
punto.  
Tanto el Consejo de Estado en dictamen de 31 de octubre de 2018, que da por 
supuesta la comparecencia en su firma de la Comisión de Ayuntamiento de 
Cabrillanes, como el informe elaborado por el Servicio Cartográfico del Principado de 
Asturias, convienen en la intervención del Ayuntamiento leones codemandado, en el 
segundo de los casos con un nivel de detalle suficiente para convencer a la Sala de 
que se trata de un acta con avenencia.  Al atenernos a la descripción del Servicio de 
Cartografía del Principado, consideramos probado, en cuanto a su contenido que en 
esta acta se reconoce la línea límite entre municipios solo parcialmente, 
recorriéndose en dirección Este-Oeste, desde el mojón situado en “Fuente del 
Obispo” hasta “Braña Vieja”. El mojón en el que confluyen los tres términos 
municipales no queda definido en esta acta. En el acta figura la conformidad de 
todos los asistentes, exclusivamente respecto al tramo comprendido entre Fuente 
del Obispo (mojón cuatro actas 1946) y Braña Vieja, si bien, no se siguió 
deslindando por diferencias desde Fuente del Obispo hacia la parte de oriente y 
desde el nacimiento del arroyo del Forco hacia poniente. 
 
8º se extiende acta relativa a las operaciones realizadas el 18 de julio de 1883.  Su 
existencia viene probada por dar cuenta de esta el dictamen del Consejo de Estado 
de 18 de septiembre de 2003 (expediente 2038/2003) Concurrieron el representante 
de la Diputación de Oviedo, y una Comisión del Ayuntamiento de Somiedo. No 
compareció representante alguno del Ayuntamiento de Cabrillanes ni de la 
Diputación de León. Los presentes interpretaron la contestación del alcalde de 
Cabrillanes como una evasiva y resolvieron efectuar el deslinde ateniéndose a los 
datos del expediente y a la Real Orden anterior, tomando como punto de partida el 
mojón situado junto a la Fuente del Obispo, siguiendo  el curso del arroyo Pradiella 
hasta la confluencia de los secundarios del Salguero y del Rebeco terminando en la 
última alineación en la cúspide más elevada de las peñas del Rebeco las que 
atraviesan antes los terrenos y peñas llamados del Salguero ; y volviendo otra vez a 
situarse en el mojón de la Fuente del Obispo se eligió  por límite el arroyo del Forco 
por su margen izquierda y remontando su curso remontando su curso hasta alcanzar 
y enlazarse con la línea de límites que consideraron no  discutidas. 
 
9º en el año 1889 continuaron las actuaciones de deslinde, con resultado fallido. 
Tanto en la Orden TFP/405/2019, de 15 de marzo, que cita como fuente  informe del 
IGN que, una vez consultado el Sistema de Información Documental del Servicio de 
Delimitaciones Territoriales del IGN(SIDDES) recabó  los documentos pertinentes, 
como en dictamen del Consejo de Estado de fecha  31 de octubre de 2018 se 
constata la existencia de : a) copia certificada por el Secretario y el Alcalde de 
Cabrillanes del acta de deslinde y amojonamiento entre los Ayuntamientos de 
Villablino y Cabrillanes levantada por las Comisiones de ambos Ayuntamientos el 6 
de noviembre de 1889 en virtud del Real Decreto de 30 de Agosto de 1889 que 
termina en el mojón 14, Alto del Barroso, punto en el que confluirían los términos de 
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los dos ayuntamientos actuantes con el de Somiedo. La certificación dice que el 
documento está firmado por ambas Comisiones, no consta que se citara al 
Ayuntamiento de Somiedo b) copia certificada por el Secretario y el Alcalde de 
Somiedo del acta de deslinde entre los Ayuntamientos de Somiedo y Villablino 
levantada por las comisiones de ambos Ayuntamientos el 13 de noviembre de 1889, 
en cumplimiento del Real Decreto de 30 de Agosto de 1889, que termina en el Alto 
de las Moruecas punto en el que, aunque no se diga, se supone confluirían los 
términos de los dos ayuntamientos actuantes con el de Cabrillanes. La certificación 
consigna que el documento está firmado por ambas Comisiones, sin constancia de 
que se citara al Ayuntamiento de Cabrillanes. 
 
10º se extiende por el Instituto Geográfico y Catastral acta de fecha 12 de 
septiembre de 1932, en la que se reconoce el mojón sito en el Alto de las Moruecas 
o de Braña Vieja, como divisorio entre Cabrillanes y Villablino y Somiedo, de común 
acuerdo por las tres entidades. 
 
11º por el Servicio Geográfico del Ejército, en fecha  el 29 de agosto de 1946,  se 
extiende acta de la operación practicada para reconocer la línea de término y 
señalar los mojones comunes a los términos de Pola de Somiedo y de Cabrillanes, 
pertenecientes a las provincias de Oviedo y León respectivamente,  resaltando que 
la línea límite entre los municipios de Somiedo y Cabrillanes ,  mojón 1 del acta, se 
sitúa en el Alto de las Moruecas, punto en el que confluyen los términos señalados 
con el de Villablino. En esta acta están presentes y firman representantes de los tres 
municipios, existiendo conformidad entre los dos Ayuntamientos afectados en todo el 
trazado, con excepción del tramo situado entre los mojones 4 (Fuente del Obispo) y 
8 (Alto del Rebezo).  en que, al no existir conformidad, se traza una línea recta 
provisional. La sentencia del TSJ de Madrid da por probada existencia de certificado 
del Ingeniero Jefe de Primera Clase del Cuerpo de Ingenieros Geógrafos dando 
cuenta que en el Archivo Topográfico existe acta de deslinde que se suscribió por 
los representantes de ambos Ayuntamientos para " dar cumplimiento a lo dispuesto 
en la Ley para publicación del Mapa Nacional, fecha 30 de Septiembre de 1870 y en 
la de 23 de Marzo de 1906 para la formación del Catastro parcelario. 
 
12º el 22 de marzo de 1991, el Ayuntamiento de Cabrillanes envió un escrito al 
Ingeniero Jefe de Montes de León para que se resolvieran los problemas de 
deslinde entre ambos términos municipales, lo que dio comienzo a una serie de 
actuaciones por parte de diversos organismos que condujeron al  expediente de 
deslinde revisado en la sentencia de la sentencia de la Sección Quinta de la 
Audiencia Nacional; y posteriormente, a la delimitación  tomada en consideración la 
Orden TFP/405/2019,de 15 de marzo (BOE de 8 de abril) objeto del presente 
recurso contencioso-administrativo. 
 
13º es un hecho reconocido por  el Instituto Geográfico  Nacional que el  traslado por 
su parte   a plano del  trazado de la línea divisoria formalizado en consonancia con la 
descripción realizada en la ejecutoria de 1788 no se ha ejecutado de forma 
totalmente fiel , informando al Tribunal lo siguiente: “  la geometría de la propuesta 
que el IGN hizo en su informe de 28 de noviembre de 2002, incluía, además de la 
geometría correspondiente a la materialización de la línea límite descrita en la Real 
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Cédula ejecutoria de 1788, un tramo (que convencionalmente se le va a dar el 
nombre de “tramo 3” más adelante en este escrito), entre la confluencia del arroyo 
del Puerto con el arroyo que baja de la Vega de Ordial (u Ordiales) y las 
proximidades de la fuente del Obispo, que no formaría parte de la línea divisoria 
definida en la Real Ejecutoria sino que se incluyó con la finalidad de dejar 
geométricamente cerrados los términos municipales afectados “, lo que significa , 
entre otras cosas, reconocer que  fuente del Obispo (mojón 4 del Acta de 1946) no 
aparece mencionada en ningún lugar de la Real Ejecutoria de 1788. Aclara que, por 
razones procesales, este tramo lo considera definitivamente fijado desde el punto de 
vista jurídico, y finalmente forme parte de la línea límite publicada en la orden 
APU/2928/2003 que fue ratificada en este tramo por la orden APU/3594/2008 por la 
que, en ejecución de sentencia, se aprueba el expediente de deslinde entre los 
términos municipales de Somiedo (Asturias) y Cabrillanes (León). 
 
 
TERCERO. –   CRITERIO Y VALORACIÓN DE LA SALA. 
 
A partir de los hechos precedentes, nuestra valoración jurídica es el resultado de las 
siguientes consideraciones. 
 
Primera. Rechazamos la excepción de cosa juzgada alegada por el Ayuntamiento de 
Cabrillanes, que interesa que la Sala se sienta vinculada a lo resuelto por el Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid y la Audiencia Nacional en las sentencias que hemos 
citado. Para justificar el rechazo  a esta alegación no es necesario recordar que la 
cosa juzgada tiene matices muy específicos en el proceso contencioso-
Administrativo, donde basta que el acto impugnado sea formalmente distinto que el 
revisado en el proceso anterior para que deba desecharse su  concurrencia pues en 
el segundo proceso se trata de revisar la legalidad o ilegalidad de un acto 
administrativo no examinado antes, sin perjuicio de que entrando en el fondo del 
asunto, es decir, ya no por razones de cosa juzgada, se haya de llegar a la misma 
solución antecedente ( sentencia de la Sala Tercera de fecha  10 de febrero de 2016 
(Roj: STS 396/2016 ), que se remite a otras muchas  STS de 10 nov. 1982 ; cfr., 
asimismo, SSTS de 28 ene. 1985 , 30 oct. 1985 y 23 mar. 1987 , 15 de marzo de 
1999 , 5 de febrero y 17 de diciembre de 2001 y 23 de septiembre de 2002  ), por 
resultar suficiente  atenerse  al sentido del fallo de la sentencia de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sección Sexta, del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid, de fecha 4 de diciembre de 2012.   
Al anular la resolución, de fecha 10 de noviembre de 2009, dictada por la Dirección 
General de Cooperación Local del Ministerio de Política Territorial, que había 
acordado archivar la solicitud de deslinde formulada por el Ayuntamiento de 
Cabrillanes,  la sentencia reconoce el derecho  de esta entidad local a que se 
resuelva definitivamente el deslinde de forma razonada , mediante la toma en 
consideración de la totalidad de antecedentes relevantes, incluyendo la Real Cédula 
Ejecutoria de 1788; es decir,  la Orden aquí impugnada se dicta en ejecución de una 
sentencia ut procedatur que sin prejuzgar el fondo del asunto, impone 
adicionalmente sobre la Administración competente la obligación de resolver de 
forma completa y  motivada , teniendo en cuenta todos los elementos de juicio a su 
alcance. 
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Segunda. Debemos comenzar precisando que en un pleito de estas características, 
nuestra misión como Tribunal del orden contencioso-administrativo se reduce a 
determinar si la Orden recurrida, o para ser más exactos , el trazado de límites  en 
que se basa, responde a parámetros racionales y legalmente permitidos, como 
defienden las Administraciones demandadas; o si por el contrario, estamos ante una 
operación de  delimitación de términos municipales carente de sustento en datos y 
antecedentes seguros y fehacientes, o cuyos fundamentos se revelan arbitrarios o 
contrarios a la razón o a la lógica.  
Más allá de esta tarea, las partes litigantes estarán de acuerdo en que la sentencia 
que dictemos no puede satisfacer la demanda de obtener la verdad real que ilumine 
una controversia que se prolonga durante más de dos siglos. Dicho de otro modo, el 
Tribunal se conforma con verificar la racionalidad jurídica y técnica de la delimitación 
de términos dispuesta por la Orden recurrida, sin pretender que la presente 
sentencia ponga de manifiesto, de una vez para siempre, la verdad histórica de una 
disputa sumamente enrevesada por atravesar diferentes épocas históricas. 
 
Tercera. Asumimos, al igual que hace la Orden recurrida, la existencia y validez 
jurídica de la Real Cédula Ejecutoria de 1788, depositada en el Archivo de la Real 
Chancillería de Valladolid. Su eficacia jurídica radica en que incorpora una 
delimitación de los términos de los concejos/ Ayuntamientos litigantes efectuada 
sobre el terreno,  por más que, como explica el autor del dictamen aportado por el 
Ayuntamiento de Somiedo (elaborado por un docente de Historia del Derecho cuyo 
conocimiento de la materia  no ponemos en duda) el proceso en que se dictó tuviera 
por partes litigantes al  concejo de Babia de Suso (Cabrillanes) de un lado , y al de 
Laciana(hoy  Villablino) por otro, además de  la Fiscalía de Su Majestad al ser aquel 
término realengo.  
Es incorrecto detenerse en el alcance de  la cosa juzgada emanada de la ejecutoria 
,si en tributo a este formalismo se pasa por alto la circunstancia realmente relevante  
de que, por las razones que fuere ,en el curso del pleito, presumimos que para su 
buen fin ( por hipótesis: dada la dificultad de  delimitar Babia y Laciana sin dar al 
mismo tiempo intervención a Somiedo, dada la confluencia en un mismo punto de 
los tres concejos) , se llevó a cabo un apero entre los lugares de Meroy y Vega de 
los Viejos, pertenecientes al presente al municipio de Cabrillanes, y en la fecha de 
aquel, a su antecesor de Babia de Suso, y el del Puerto de Somiedo, hoy de este 
término municipal, con intervención del diputado nombrado por el concejo de este 
último, de nombre Bentura Feito.  
Por resumir, la ejecutoria da cuerpo a un deslinde en el sentido material y jurídico del 
término, al consignar las operaciones de delimitación de los dos concejos en disputa, 
con audiencia y presencia de los entes interesados. 
 
Cuarta. Se ha querido cuestionar la validez del deslinde efectuado sobre la base de 
las inexactitudes en que incurre, por ser contradictorio con los limites propios de 
otras entidades administrativas. Así, se explica en el dictamen citado que la 
delimitación consignada en la ejecutoria, transcrita en la consideración segunda y en 
el relato de hechos probados es imposible geográfica y físicamente porque los 
términos de Meroy y la Vega de los Viejos, no lindaban con el Puerto de Somiedo, 
como figura en el denominado Catastro del Marqués de la Ensenada, es decir el que 
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se hizo para establecer la Única Contribución, en los años 1752-1754; que el término 
de Meroy, no el de La Vega de los Viejos, es limítrofe con La Cueta, y este lugar y 
no aquellos es el que tiene frontera con el Puerto de Somiedo y los lugares de El 
Valle del Ajo y Coto de Buenamadre, sitios del realengo de Somiedo; presenta una 
notable irregularidad, porque al extender la jurisdicción de Meroy y la Vega de los 
Viejos, más allá de sus términos reales invade la jurisdicción del coto señorial de 
Santibáñez, que como queda dicho estaba incluso en el concejo de Babia de Suso, 
pero no pertenecía al termino realengo que se amojonó en 1785, y que según el 
referido catastro es dicho coto el que limita con el Valle del Ajo y el Puerto de 
Somiedo;que los términos del Coto de Gua y Caunedo, al que pertenecía 
administrativamente el Puerto de Somiedo eran otros , de lo que deduce que el 
amojonamiento del año 1785, en lo que se refiere a los límites fronterizos entre 
Somiedo y su coto incluso, con Babia de Suso (Cabrillanes) y su coto incluso por el 
lugar y parroquia de El Puerto de Somiedo obvia determinados enclaves que 
estaban perfectamente deslindados —no era objeto del deslinde practicado por la 
sentencia de 1788— como son el Coto de Gua y Caunedo y el Coto de Santibáñez. 
Siendo conscientes de la dificultad inherente a la inmersión en documentos 
históricos,  no podemos aceptar la impugnación en estos términos del deslinde de 
que hablamos, por carecer  de convicción sobre la exactitud  del registro documental  
en que se basa el dictamen , el Catastro del Marques de la Ensenada, al que  
pausadamente se ponen reparos por  el Instituto Geográfico Nacional en informe  
emitido  a petición de la Abogacía del Estado que defiende los intereses del 
Ministerio de Política Territorial y Función Pública, que sin restarle  valor histórico, 
estima que su fiabilidad en cuanto a colindancias entre pueblos, concejos o cotos 
queda lejos del 100%, ya que si en esa época sí parece que los declarantes 
conocían con claridad los pueblos con los que había colindancia y que estaban 
unidos con su pueblo por un camino o senda,  no era  así  con aquellos con los que 
también lindaban pero quedaban al otro lado de una montaña sin paso y a los que 
había que ir rodeando por un tercer pueblo. El Instituto muestra con ejemplos 
concretos  que las declaraciones de colindancia de un pueblo reflejadas en el 
Catastro no encontraban reciprocidad con las del otro presuntamente  vecino, como 
sucede en este caso con el  Coto del (señorío del) Monasterio de Santibañez. Y no 
está de más recordar que el valor de la ejecutoria reside en su valor preconstituido, 
al consignar una operación de deslinde in situ, con la intervención de vecinos 
conocedores del terreno, permitiendo trasladar al presente, por la naturaleza 
testimonial del documento escrito, la experiencia    pasada de los intervinientes, que 
en otro caso, se hubiera esfumado de la vida jurídica para siempre. 
 
Quinta. Rebasa las reglas de reglas de la lógica y de la razón exigir de la Sala que 
deduzca de la ausencia de firma del diputado del concejo de El Puerto de Somiedo 
su voluntad de no conformarse con el contenido del apeo practicado. Dado que 
tampoco se expresa la razón por la que no firmó, incluso aceptando que la fórmula 
corriente era decir” no firmó por no saber y firma un testigo a su ruego”, no se 
aprecia la existencia de enlace preciso y directo entre la falta de rúbrica y la voluntad 
del no firmante de rechazar el apeo, pues a la inversa, cabría deducir con la misma 
facilidad, su aquiescencia tácita.  
Sometido el venerable documento a la prueba de indicios, se convendrá que la 
comparecencia de un representante sin objetar expresamente el resultado del apeo 
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supone  una circunstancia  más equívoca, y más inclinada a la tácita aceptación de 
lo convenido  que la simple incomparecencia de los representantes del concejo que 
se recoge en  los posteriores deslindes. 
 
Sexta. Las actuaciones que tienen lugar en el siglo XIX  y en la tercera década del 
siglo XX  relacionadas en los ordinales 6º a 10º del fundamento no arrojan un 
resultado inequívoco en una u otra dirección, pues de no ser así, es decir , de haber 
existido la avenencia definitiva entre los entes locales interesados , carecer de 
sentido  entonces que el mismo tipo de actuaciones tengan que reproducirse 
escalonadamente en el tiempo, circunstancia que es interpretable, al contrario, como 
prueba de la voluntad de no entenderse, a lo que debe sumarse el carácter parcial, 
físicamente hablando, de todos los actos, ninguno comprensivo de la línea divisoria 
en su totalidad, incluyendo el consignado en el acta de  septiembre de 1932, entre 
Cabrillanes y Villablino  en que, según recuerda el Servicio Cartográfico del 
Principado, figura por primera vez el acuerdo entre las tres partes respecto a la 
situación del mojón de tres términos municipales. 
 
Séptima. Es cierto, hallándose aquí el nudo de la controversia, que el mismo criterio 
de situar la confluencia entre Villablino, Somiedo, Cabrillanes en el Alto de las 
Moruecas, descendiendo hasta el mojón situado en Fuente del Obispo, se reproduce   
en el acta de 1946, de ahí que   esta conformidad tenga que ser cuidadosamente 
ponderada. Partiendo de que no es un hecho natural, sino un acto jurídico, la 
atribución de significado al acta de 1946 debe efectuarse recurriendo a criterios 
también jurídicos, que en materia de deslinde  han  sido establecidos por la 
jurisprudencia( como recordó la sentencia de la Audiencia  Nacional de 14 de 
septiembre de 2005) y la doctrina del Consejo de Estado  (así lo  expresa el 
dictamen de 31 de octubre de 2018 ), citando la sentencia del Tribunal Supremo de 
8 de abril de 1967 en que se razona  que “ las Reales Ordenes de 11 de mayo de 
1898 y 4 de enero de 1906 habían reconocido, ya que era jurisprudencia constante 
que los deslindes consignados en un documento público no pueden modificarse por 
un nuevo deslinde que carecería de finalidad y que no pueden suscitarse cuestiones 
sobre límites jurisdiccionales de pueblos limítrofes, cuando dichos límites hayan sido 
fijados y reconocidos de común acuerdo entre los representantes de los pueblos 
interesados, lo que reiteraron las sentencias de 26 de abril , 30 de mayo y 13 de 
diciembre de 1930 y 7 de marzo de 1932 , estableciendo la doctrina de que, en 
materia de deslinde de términos municipales, hay que estar, en primer término, a lo 
que resulte de deslindes anteriores, cometidos por los Ayuntamientos interesados, 
debiendo partirse del estado de hecho, respecto de la jurisdicción, sólo cuando no 
hay deslinde anterior debidamente aprobado y consentido, que no pierda eficacia, 
porque los acuerdos administrativos firmes no caducan por el transcurso del tiempo, 
debiendo rectificarse aquella situación de hecho, que implica no que la jurisdicción 
haya sido suspendida, sino que ha sido mal ejercida, porque lo contrario supondría 
la inutilidad de los deslindes, si tal situación debiera subsistir, siendo contraria a 
otros deslindes firmes, pues si bien es cierto que la teoría de que la Administración 
no puede volver sobre resoluciones firmes, tiene la excepción de que puede 
rectificar errores de hecho…” Siendo la regla general  la prevalencia del deslinde 
valido más antiguo ,la posibilidad de que pueda mediar error invalidante en su 
formalización  se traslada aquí al acto posterior en el tiempo que pretende 
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contradecirle ( el del año 1946) , pues de la misma manera que el más antiguo 
puede adolecer de errores de hecho, cabe también preguntarse si los deslindes y 
apeos más modernos pueden responder a una representación errónea de datos 
esenciales.  
Resulta acertado el planteamiento de la sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo, del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de fecha 4 de diciembre 
de 2012, que para  cuestionar la validez de la resolución recurrida    dictada por la 
Dirección General de Cooperación Local , al amparo de la firmeza parcial  de la 
Orden 2928/2003 de 2 de Octubre ,resalta que  por el Instituto Geográfico Nacional 
se había advertido al órgano directivo  de la  duplicidad documental de contenido 
contradictorio  y de que por este motivo  se ponía de relieve que  por el Ministerio  la 
cuestión sobre los limites municipales  había sido resuelta desconociendo la 
existencia de   la Real Ejecutoria de 1788,por tanto, con vulneración del artículo del 
artículo 7.1 del   Real Decreto 3426/2000  15 de diciembre, por el que se regula el 
procedimiento de deslinde de términos municipales pertenecientes a distintas 
Comunidades Autónomas. 
 
Eadem ratio,  retrocediendo nosotros en el tiempo, si la Sala de Madrid concluye que 
la aparición sobrevenida de una documentación relevante cuya existencia era 
desconocida desvirtúa la validez de las sucesivas actuaciones del Ministerio 
demandado, al cuestionar el proceso de formación de juicio de sus órganos técnicos,  
entendemos lícito interrogarse sobre la absoluta falta de mención  al apeo de 1795 ( 
RE 1788) en el transcurso del deslinde efectuado a efectos catastrales en 1946, más 
aún  al constituir un antecedente  que no fue  invocado incluso por  quienes  
resultaban favorecidos por su existencia. Dicho de otro modo, dada la enorme 
relevancia de los precedentes históricos en esta materia, se suscita la duda acerca 
de la suficiencia de la información recabada o puesta a disposición del Servicio 
Geográfico del Ejercito en 1946, siendo la mejor hipótesis  la que  atribuye la omisión 
de cualquier referencia  a la Real Ejecutoria de 1788 a la completa ignorancia de su 
existencia , de ahí que , al igual que la Sala de Madrid pone en duda los actos del 
Ministerio de Administración territorial, este Tribunal no se siente vinculado al 
deslinde practicado en aquel año posterior a la guerra civil, en el que se refleja una 
valoración incompleta de la totalidad de antecedentes históricamente relevantes 
para la determinación de los lindes entre Cabrillanes y Somiedo. Si como recuerda la 
vieja sentencia del Tribunal Supremo  de 8 de abril de 1967, otra anterior del Alto 
Tribunal de 6 de marzo de 1965 declaró que el Reglamento de Población de 4 de 
julio de 1924 era claro e inequívoco, al dejar prudentemente prevenido y 
concluyentemente preceptuado, en su artículo 28 que cuando los Ayuntamientos 
interesados estuvieren  conformes con los límites existentes en la realidad, 
cualquiera que sea la fecha de los actos en que hubieran quedado establecidos, no 
procedería nueva fijación salvo casos excepcionales en que documentalmente se 
justificase la existencia de errores materiales o de vicios de procedimiento en la 
delimitación anterior, se estará de acuerdo, desenvolviendo esta regla  hasta el final 
, que el valor jurídico del acta de 1946 se resiente bien  por no aclarar el supuesto  
error del pretérito  deslinde de 1785 ( justamente por ignorarlo) del que claramente 
se desviaba , hasta abrogarlo  bien  por incurrir él mismo en error por omisión, por  
defectuoso conocimiento del iter histórico del conflicto de delimitación territorial entre 
los dos Municipios citados. 
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Es justo reconocer que la valoración global y completa de todos los antecedentes, 
con los matices puestos de manifiesto  en el ordinal 13º del fundamento anterior, ha 
tenido que esperar al dictado de  la  Orden ministerial TFP/405/2019, de 15 de 
marzo objeto del presente recurso, que consideramos conforme a Derecho 
precisamente por hacer justicia al proceso histórico de conformación de los límites 
territoriales entre los dos Municipios, en coherencia con la regla que impone la 
prevalencia del deslinde más antiguo. 
 
Octava. Difícilmente puede acogerse el motivo de impugnación por el que se alega 
la vulneración de los artículos 84 de la Ley 30/1992 y 3.10 del RD 3426/2000, por 
desnaturalización del trámite de audiencia, en ausencia de este tras la emisión de un 
nuevo informe-propuesta del Instituto Geográfico Nacional, tras dictamen del 
Consejo de Estado. Es cierto que, tras haber emitido el Consejo de Estado el 
dictamen n.º 838/2018,adoptado en sesión de su Comisión Permanente celebrada el 
día 31 de octubre de 2018, ,mediante oficio de fecha 26 de noviembre del mismo 
año, el Director General de Régimen Jurídico Autonómico y Local dio traslado del 
mismo  al ING del mismo, solicitando a nuevo informe en el que se tuviere en cuenta 
lo dictaminado por el Supremo Órgano Consultivo, que sitúa el mojón número 4 en 
Fuente del Obispo,  y que este nuevo informe, de fecha 8 de febrero de 2019, no da 
lugar a un nuevo trámite de audiencia de las Administraciones interesadas. Con 
independencia de la imprevisión formal en el citado artículo 3  del RD 3426/2000, del 
trámite que se denuncia  infringido, desde un punto de vista sustantivo, es claro que 
antes y después del dictamen del Consejo de Estado, la controversia había quedado 
perfectamente establecida, merced a las alegaciones efectuadas por las  
Administraciones en conflicto en el curso de los procedimientos resueltos por las 
Órdenes  ministeriales APU/2928/2003 de 2 de octubre y TFP/405/2019, de 15 de 
marzo, comentadas in extenso en esta sentencia,  convirtiendo en innecesaria una 
audiencia sin otra finalidad que  hacer observaciones a un informe limitado a poner 
sobre plano las indicaciones del alto órgano consultivo, previo examen por este de 
un largo y minucioso expediente tramitado con intervención de todas las partes. 
 
Novena. Es innegable, por haberlo reconocido el personal facultativo del Instituto 
Geográfico Nacional, que la línea finalmente aprobada recurre a un artificio para 
cerrar el deslinde, extendiéndose desde la unión de los arroyos del Puerto y Ordiales 
hasta la fuente del Obispo, con una línea paralela y equidistante aproximadamente 
tres metros (3 m.) a la línea de deslinde de ambos municipios entre los mojones 4 al 
8, que crea  una estrecha franja de terreno de aproximadamente tres metros de 
ancho sobre la que Somiedo deberá ejercer su jurisdicción, pero por ilógica que le 
parezca al Principado esta solución, su existencia se justifica en los términos 
expuestos en el ordinal 13º del fundamento jurídico, por razones  de estricta 
acomodación técnica explicativa de la artificiosidad de que es consciente el personal 
facultativo del ING: “ la  geometría de la propuesta que el IGN hizo en su informe de 
28 de noviembre de 2002, incluía, además de la geometría correspondiente a la 
materialización de la línea límite descrita en la Real Cédula ejecutoria de 1788, un 
tramo (que convencionalmente se le va a dar el nombre de “tramo 3” más adelante 
en este escrito), entre la confluencia del arroyo del Puerto con el arroyo que baja de 
la Vega de Ordial (u Ordiales) y las proximidades de la fuente del Obispo, que no 
formaría parte de la línea divisoria definida en la Real Ejecutoria sino que se incluyó 
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con la finalidad de dejar geométricamente cerrados los términos municipales 
afectados. Lamentablemente esta circunstancia no se hizo constar en aquel informe, 
lo que ha originado que este tramo haya quedado definitivamente fijado desde el 
punto de vista jurídico “  
 
Décima.  La Sala quiere recordar a recurrentes y recurridos, aun sabiéndoles 
plenamente conocedores del régimen jurídico de las entidades locales, que de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 141.1 de la Constitución “  Cualquier 
alteración de los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes 
Generales mediante ley orgánica”, por si algunas de ellas llegaran al convencimiento 
de que de esta sentencia emana una verdad formal que no satisface la realidad 
histórica . 
 
Por todo lo expuesto, dado que juzgamos que la Orden recurrida se atiene a criterios 
técnicamente racionales y legalmente permitidos, procede desestimar el presente 
recurso contencioso-administrativo.  
 
 
CUARTO. – COSTAS PROCESALES. 
 
En cuanto a las costas, el art 139 LJCA, dispone que " En primera o única instancia, 
el órgano jurisdiccional, al dictar sentencia o al resolver por auto los recursos o 
incidentes que ante el mismo se promovieren, impondrá las costas a la parte que 
haya visto rechazadas todas sus pretensiones, salvo que aprecie y así lo razone, 
que el caso presentaba serias dudas de hecho o de derecho". 
En el caso que nos ocupa, sería arrogante afirmar que el litigio fallado no presenta 
dudas de hecho ni de derecho, por lo que no procede imponer a las 
Administraciones recurrentes el pago de las costas causadas en esta instancia. 
 

FALLAMOS 
 
Que debemos desestimar y desestimamos el recurso contencioso-administrativo 
1326/2019 (al que se acumuló el recurso 1389/2019) interpuesto por el 
PRINCIPADO DE ASTURIAS y el ILMO. AYUNTAMIENTO DE SOMIEDO contra la 
Orden TFP/405/2019, de 15 de marzo (BOE de 8 de abril), por la que se aprueba el 
deslinde entre los términos municipales de Somiedo (Asturias) y Cabrillanes (León). 
 
No procede imponer a las Administraciones recurrentes el pago de las costas 
causadas en esta instancia. 
 
La presente sentencia es susceptible de recurso de casación que deberá prepararse 
ante esta Sala en el plazo de 30 días contados desde el siguiente al de su 
notificación; en el escrito de preparación del recurso deberá acreditarse el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 89.2. de la Ley de la 
Jurisdicción justificando el interés casacional objetivo que presenta. 

 

 

 



  

Recurso Nº: 0001326/2019 

 

 

 

 

 

 

17 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


		2025-02-07T00:21:51+0100
	RODRIGUEZ MORAL JAVIER - 50835082E


		2025-02-07T09:53:00+0100
	MARTIN CORREDERA JOSE FELIX - 06534772N


		2025-02-07T13:54:41+0100
	FRESNEDA PLAZA FELIPE - 04543069V


		2025-02-10T09:30:49+0100
	DE LA FUENTE GUERRERO MARIA YOLANDA - 01832963R


		2025-02-10T11:18:46+0100
	GUERRERO ZAPLANA JOSE - 27431887V




